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Introducción

Desde el retorno a la democracia, la temática vinculada a la última dic-
tadura argentina se ha convertido en un fértil campo de investigación para 
las ciencias sociales. Específicamente en los últimos años, en el contexto del 
desarrollo de los juicios por el derecho a la verdad, las políticas de memoria 
y, fundamentalmente, la reapertura de las causas judiciales por delitos de lesa 
humanidad, se ha constatado un amplio crecimiento y expansión de trabajos 
sobre la violencia política de los 70 y las estrategias represivas implementa-
das en aquel período. Un conjunto de problemas históricos de singular im-
portancia no solo en el saber científico sino también en un espacio público y 
político ampliado.

Dentro del campo académico, lo que refiere a la represión previa y poste-
rior al golpe de Estado de 1976 se ha convertido en uno de los problemas que 
mayor interés ha concitado en los últimos años, y ha motivado la producción 
de un conjunto de aportes y líneas de renovación que acrecentaron el cono-
cimiento disponible sobre los dispositivos represivos, diversas instituciones 
y agencias estatales, las modalidades regionales, provinciales y/o locales del 
ejercicio represivo y la violencia estatal y paraestatal. Producciones que en 
general han puesto en discusión las periodizaciones establecidas, los concep-
tos, las categorías y ciertas imágenes cristalizadas en torno a las diferentes 
modalidades de la violencia estatal y paraestatal. 

La conformación de la Red de Estudios sobre Represión y Violencia Po-
lítica (RER) en 2014 —que nuclea a investigadores que se encuentran produ-
ciendo y debatiendo sobre tales temáticas—, así como la edición de este vo-
lumen colectivo, son indicativas de la centralidad de tal deriva investigativa 
en el campo de la historia reciente argentina. 

El objetivo central del libro, que se presenta en ocasión del 40º ani-
versario del golpe de Estado de 1976, ha sido sistematizar los principa-
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les aportes y líneas de renovación en los estudios acerca de la represión, 
ofreciendo un panorama sintético y analítico sobre las formas, prácticas, 
dispositivos y efectos de la misma, desplegados antes y durante la última 
dictadura militar. Para ello se convocó a un conjunto de investigadores/
as especialistas en dichas temáticas, con diversas trayectorias y desde 
distintas disciplinas, quienes desarrollan sus investigaciones en universi-
dades nacionales y/o en el CONICET y que, en su mayoría, forman parte 
de la RER.

El libro está dividido en tres partes, que tratan los ejes principales por 
los que discurre la producción académica sobre la represión en la historia 
reciente en nuestro país. Conscientes de ello y con ese horizonte, varios 
de los artículos recorren más de una problemática; todos se preocupan por 
revisar hipótesis y explicaciones consagradas; se proponen contribuir con 
estudios específicos a complejizar lo que conocemos sobre las dinámicas 
represivas y sus efectos sociales y plantean nuevas preguntas sobre cuestio-
nes largamente debatidas.  

En la primera parte se aborda un conjunto de problemas y temas refe-
ridos a los orígenes, condiciones de posibilidad y al ejercicio de la repre-
sión en los años previos al golpe de Estado de 1976, poniendo el foco en 
la cuestión de las continuidades y rupturas en las formas de represión, la 
excepcionalidad y la normalidad de la última dictadura, y la inscripción 
del terror de Estado en las formas de represión social y política durante 
el siglo XX. 

Se abre con un sugerente texto de Marina Franco, donde explora hipóte-
sis y preguntas para pensar la tensión entre excepcionalidad/normalidad del 
régimen de facto y, sobre todo, para analizar la compleja relación entre los 
años 70 peronistas y la última dictadura. Para Franco, ello implica tanto acep-
tar el carácter excepcional del sistema represivo utilizado como al mismo 
tiempo inscribirlo en un intrincado proceso histórico previo que lo explica 
y lo hace inteligible. Esteban Pontoriero y María Alicia Divizenso ponen el 
foco en uno de los actores centrales de la trama represiva en la Argentina, 
cual fue el Ejército. A través de un pormenorizado análisis de los reglamentos 
militares, Pontoriero se ocupa de reconstruir las bases de la doctrina contra-
insurgente elaborada por el Ejército argentino entre 1955 y 1976, mostrando 
las transformaciones en las ideas y las medidas de represión interna en un 
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período que recorrió gobiernos constitucionales y dictatoriales. Por su parte, 
Divinzenso analiza una faceta aún poco estudiada del accionar del Ejército 
desde los años 60: las tareas de “acción cívica”. Así, muestra que a la par de 
las transformaciones doctrinarias que hacían eje en la represión del enemigo 
interno, las Fuerzas Armadas elaboraron un conjunto de estrategias para rela-
cionarse con distintos sectores de la sociedad. 

La primera sección se cierra con dos textos que hacen hincapié en pro-
blemas centrales de los 70 constitucionales. Por un lado, y poniendo en dis-
cusión las interpretaciones más utilizadas para explicar la violencia paraes-
tatal en el tercer peronismo (1973-1976), Hernán Merele analiza el proceso 
represivo entre la “depuración” interna del movimiento y el accionar de las 
organizaciones paraestatales, apuntando a distinguir las especificidades de 
las formas de represión ejecutadas en el período. Por otro, Santiago Garaño 
reconstruye las distintas formas de represión que se desplegaron en la zona 
sur de la provincia de Tucumán durante el Operativo Independencia (1975-
1977) y el proceso de construcción del monte tucumano como “teatro de 
operaciones” del sur de esa provincia en su calidad de centro de la estrategia 
represiva del poder militar. 

La segunda parte del libro agrupa una serie de trabajos que analizan —en 
una temporalidad fluida entre los años 50 y 80— un conjunto de prácticas, 
dispositivos y discursos represivos y sus efectos sociales e individuales, así 
como algunas agencias e instituciones estatales en contextos de represión. 
Los primeros se ocupan de dos componentes “legales” del dispositivo repre-
sivo ampliamente utilizados por el Estado, que coexistieron y complemen-
taron el accionar clandestino: el exilio y la cárcel. Silvina Jensen y Soledad 
Lastra abordan el problema de los exilios en los años 70 y sus vínculos con 
la represión estatal. Inscriben su indagación en la línea de estudios sobre 
represión y se preguntan en qué medida el exilio fue una metodología repre-
siva si, bajo el imperio del estado de sitio y sobre todo en forma sistemática 
tras el golpe de Estado de 1976, se impuso un dispositivo de desaparición 
y exterminio de los disidentes políticos. Débora D’Antonio, por su parte, 
se ocupa de la cárcel como institución clave de la represión “legal” y del 
uso del género y la sexualidad como herramientas de dominación, a la vez 
que aborda algunas particularidades de las diferentes formas de resistencia 
política desplegadas por presas y presos en penales de máxima seguridad. 
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Y Marianela Scocco analiza los consejos de guerra realizados a civiles en 
distintos contextos desde los años 50, con el objetivo de dar cuenta de esta 
práctica represiva ampliamente utilizada, aunque no en forma exclusiva, en 
los años de la última dictadura.

En esta sección se ubican además otros trabajos que focalizan en algunas 
de las víctimas de la persecución y la represión: los trabajadores, los niños 
apropiados y los judíos. Victoria Basualdo y Alejandro Jasinsky sistematizan 
las prácticas y dispositivos represivos dirigidos hacia los trabajadores y el 
movimiento sindical, así como la vinculación entre la dirigencia empresarial, 
algunas dirigencias sindicales y las fuerzas represivas, dando cuenta de sus 
efectos sobre la conflictividad y las demandas obreras. Carla Villalta reflexio-
na sobre los principales circuitos y procedimientos, figuras y categorías, que 
fueron utilizados durante la vigencia del terrorismo de Estado para llevar 
adelante el secuestro y apropiación de los niños y niñas, hijos de desapareci-
dos y detenidos políticos. Para ello, plantea una perspectiva de estudio que, 
sin desconocer la excepcionalidad de estos actos criminales, analiza también 
las condiciones sociales y materiales de posibilidad de un hecho de estas 
características e inscribe a la apropiación de niños en las redes de relaciones 
sociales y en las tramas sociales, institucionales y burocráticas que contribu-
yeron en buena medida a su consumación. Y Emmanuel Kahan, por su parte, 
pone en suspenso la idea de un “trato especial” dispensado a los judíos en 
el ejercicio de la represión y su constitución como víctimas especiales del 
régimen dictatorial, tomando en consideración las dinámicas y estrategias 
del accionar represivo hacia los judíos y sus instituciones y centrándose en 
el caso Timerman. Finalmente, María José Sarrabayrouse Oliveira explora 
la configuración de la Cámara Federal en lo Penal, el fuero antisubversivo 
creado a principios de los años 70 y conocido como El Camarón. El objetivo 
de la autora es analizar la conformación de grupos y redes de relaciones en 
el interior del Poder Judicial, iluminando cómo la trama de alianzas que allí 
se tejió después del último golpe de Estado se sostuvo sobre una lógica de 
funcionamiento preexistente.

La tercera parte del libro se centra directamente en el accionar represivo 
durante la última dictadura militar, poniendo el foco en un problema central: 
el de las escalas de análisis. Gabriela Águila se ocupa de la ciudad de Rosa-
rio, sede del Comando del II Cuerpo de Ejército, con el objetivo de describir 
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y explicar el mapa local/regional de la represión, dando cuenta de los modos 
singulares en los que se configuraron circuitos y tramas represivas en aquel 
ámbito. Lorena Montero reconstruye con precisión el rol desempeñado por 
los organismos de inteligencia en Bahía Blanca entre 1975-77, atendiendo 
tanto a cuestiones relativas a su organización y funcionamiento como a las 
prácticas concretas de persecución ideológica que llevaron adelante. Pablo 
Scatizza, en tanto, describe y explica el funcionamiento del dispositivo repre-
sor a partir de lo sucedido en la Norpatagonia, reduciendo la escala de obser-
vación y abordando con preguntas amplias un objeto de análisis circunscripto 
a una región que no estuvo incluida, en la normativa castrense, dentro de 
las denominadas “zonas calientes”. Por su parte, Luciano Alonso se propone 
caracterizar no solo las formas de la violencia física desplegada por agentes 
estatales y paraestatales en la ciudad de Santa Fe —una ciudad de rango me-
dio en la cual la acción de agrupaciones político-militares era limitada— sino 
también dar cuenta de la más amplia y efectiva gubernamentalidad y las 
prácticas intersticiales de las resistencias, que fueron modificándose en fun-
ción de variables tanto locales como nacionales. Para cerrar, Melisa Slatman se 
ocupa de la Operación Cóndor y las redes de coordinación represiva entre 
las dictaduras del Cono Sur, en un juego de escalas que articula la dimen-
sión trasnacional y lo específicamente nacional a través del estudio de sus 
mutuas influencias. 

La pretensión de la RER de generar un espacio de intercambio y debate 
entre quienes se encuentran produciendo conocimientos sobre la represión en 
la historia reciente argentina, así como avanzar en el establecimiento de una 
agenda de temas y problemas relacionados con la temática, está siendo lar-
gamente cumplimentada y forma parte de un proceso que aún continúa. Los 
avances y resultados individuales y colectivos en esta línea de producción, 
de los cuales este volumen es solo una muestra, nos permiten avizorar con 
optimismo un futuro de más investigaciones, que planteen nuevas preguntas 
e hipótesis tanto respecto de procesos a gran escala ya estudiados como de 
estudios de caso y de experiencias regionales o locales. Investigaciones que 
se propongan poner en discusión los supuestos y presupuestos teóricos con 
los que se piensa y reflexiona en torno a los años 60 y 70, que amplíen sus 
miradas y atiendan a matices que permitan complejizar las significaciones 
que hasta el momento se han construido respecto de la violencia política es-
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tatal y paraestatal en la Argentina, tanto como de las diferentes modalidades 
represivas que se desplegaron en todo este período.

Gabriela Águila, Santiago Garaño y Pablo Scatizza 
En Rosario, Buenos Aires y Neuquén

Diciembre de 2015



PRIMERA PARTE                                                 
La represión antes del golpe: orígenes y condiciones de posibilidad
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La represión estatal en la historia                             
argentina reciente: problemas, hipótesis                                                                                         

y algunas respuestas tentativas

Marina Franco
				  

		  El acontecimiento ilumina su propio pasado, 
pero no puede deducirse de este. 

Hanna Arendt, Ensayos de comprensión,
1930-1954 (1953/2005: 387).

Introducción 
La última dictadura militar es considerada una marca excepcional y un 

momento de ruptura en la historia argentina del siglo XX. Ello es así tanto 
por la represión brutal y las profundas transformaciones en la estructura eco-
nómica y social, como por el hecho de que cerró un ciclo del funcionamiento 
político argentino gracias a una combinación paradójica de éxito y fracaso. 
No obstante, esa excepcionalidad solo puede ser pensada y comprendida si 
se recupera también su normalidad, es decir, su inscripción en un proceso de 
más largo plazo, en términos generales y específicamente sobre la dimensión 
represiva. 

En cuanto a este último aspecto, la normalidad —como primer presu-
puesto de trabajo— implica, por un lado, aceptar el carácter excepcional del 
sistema represivo utilizado, pero, a la vez, inscribirlo en una compleja trama 
histórica que lo explica y lo hace inteligible. Y, de manera complementaria, 
supone establecer distancias epistémicas que, sin renunciar a la condena mo-
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ral, nos permitan formular las preguntas adecuadas para una mejor compren-
sión de ese pasado de horror.1 

Solo en forma relativamente reciente empezamos a contar con investi-
gaciones empíricas y reflexiones más sistemáticas que permitan dar cuenta 
efectiva de ese proceso represivo de mediana data en el cual se inscribe la 
última dictadura.2 Aun así, su revisión sigue siendo incipiente y se concentra 
en particular en los años inmediatamente anteriores a 1976 y en las formas 
clandestinas de la violencia represiva. Por alguna razón, nos sigue fascinando 
más lo oculto que las formas legalizadas del autoritarismo y la represión es-
tatal, y el proceso anterior a la dictadura sigue convocando justamente por su 
carácter de “precedente”.3 El gran reto es, entonces, insertar a la dictadura 
en ese proceso de represión estatal, en su relación compleja de normalidad 
y excepcionalidad, continuidad y discontinuidad; hacerlo con una narrativa 
que pueda pensar tendencias y procesos de mediano y largo plazo sin cons-
truir por eso un relato lineal y teleológico del desarrollo de esa represión; 
integrando las distintas formas de la violencia estatal (legalizada y clan-
destina, bajo estados de derecho o de facto) como parte de un entramado 
multideterminado que incluya a la sociedad civil (y sus propias formas de 
violencia política creciente) como procesos no disociados. Esto nos condu-
ce al segundo supuesto fuerte de este trabajo: la necesidad de comprender 
la violencia en el marco de estructuras y procesos sociales y políticos, como 
hecho histórico y como parte de contextos específicos (Águila, 2014, si-
guiendo a Julio Aróstegui). 

Semejante agenda de investigación está muy lejos de las aspiraciones de 
este texto, pero corresponde explicitarla en cuanto son las preocupaciones de 

1 Martín Broszat ha planteado la necesidad de normalizar e historizar la “era nazi” y la 
experiencia social de la gente bajo el nazismo; aquí, me permito extrapolar la idea para pensar 
la dimensión estrictamente represiva del caso argentino. Sobre el debate entre Broszat y Saul 
Friedlander acerca del tema, véase Arreseygor, G. (s/d) y Kershaw (2004).

2 Lamentamos no poder dar cuenta detallada del crecimiento del campo temático; por razo-
nes de espacio solo mencionaremos una selección de autores y textos.

3 Este trabajo no será desde luego una excepción, pues la última dictadura es el motor inicial 
de mi interés en las décadas previas, pero tomando los resguardos metodológicos de no pensar 
un proceso lineal que entiende esas décadas como “antecedentes” de algo que culminaría el 24 
de marzo de 1976.
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fondo que inspiran el análisis que sigue sobre algunos aspectos del desarrollo 
de la represión estatal en la segunda parte del siglo XX argentino. En función 
de ello, presentaremos aquí algunos elementos conceptuales y alguna eviden-
cia histórica para pensar ese proceso y sus distintos momentos y, por último, 
nos detendremos en la difícil discusión sobre la relación entre los años setenta 
peronistas y la última dictadura militar. Más que dar cuenta acabada de un 
proceso represivo general, mi objetivo es proponer una serie de problemas 
de interpretación. Para una comprensión más vasta del tema aún nos falta 
mucho trabajo colectivo, muchas investigaciones y, sobre todo, necesitamos 
formularnos mejores preguntas.4   

De la ruptura a la continuidad: la represión estatal como 
proceso de mediano plazo 

El primer problema que se dibuja a la hora de pensar la violencia estatal 
en cuanto proceso es cómo circunscribirlo temporalmente y cómo construir 
periodizaciones que hagan inteligible el fenómeno. Si el Estado argentino 
históricamente ha ejercido violencia contra distintos sectores de la población 
y la represión fue un instrumento de disciplinamiento social permanentemen-
te utilizado con variables grados de intensidad, ¿dónde radica la novedad para 
mediados del siglo XX?, ¿existe tal novedad?; o más ampliamente, ¿cómo 
construir explicaciones procesuales e históricas de fenómenos aparentemente 
regulares? La hipótesis fuerte (pero aún provisoria) que guía este trabajo es 
que a partir de 1955 comienza a afirmarse en las políticas de represión estatal 
un conjunto de elementos recurrentes y novedosos que, en su articulación, 
configuraron un proceso específico y de mediano plazo que incluyó hasta la 
última dictadura y que se cerró en 1983.5 Esto supone que desde 1955, a partir 
de la irresolución del problema social y político que planteó la herencia del 

4 Este trabajo recoge y articula escritos previos sobre distintos aspectos del tema (en parti-
cular, Franco, 2012a, 2012b y 2013, y Franco & Iglesias, 2015).

5 Ranalletti & Pontoriero (2010) hacen un planteo similar en relación con el conjunto de 
normas y disposiciones de defensa y seguridad que entre 1955 y 1976 habrían constituido un 
estado de excepción permanente y, por tanto, parte de las “estructuras elementales” del terro-
rismo de Estado. En diálogo con ellos, mi perspectiva apunta a incluir más articuladamente el 
funcionamiento del sistema político (y la alternancia civil-militar) así como otras dinámicas no 
vinculadas a la legislación de defensa. 
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peronismo, comenzaron a construirse representaciones, lógicas y dispositivos 
nuevos sobre las formas de gestión del conflicto político y el mantenimiento 
del orden social. Desde luego, estos no se agotan en el problema del peronis-
mo —y el peronismo también recurrirá a ellos para sus propias necesidades 
de orden—; más ampliamente, estas novedades estuvieron basadas en una 
concepción del conflicto social y político como alteridad extrema, como ame-
naza total que debía ser eliminada.

Este planteo deja afuera, al menos por el momento y no sin ciertas du-
das, el período previo que se inicia en los años treinta. Abrir el ciclo con el 
golpe de Estado que derrocó a Hipólito Yrigoyen supondría poner el acento 
excesivamente en la alternancia cívico-militar o en la presencia del actor mi-
litar en la dirección política, y no en el desarrollo de determinadas formas 
y concepciones de la represión estatal, que es lo que nos interesa proble-
matizar. Al mismo tiempo, podría decirse que ciertas formas de gestión de 
la conflictividad social —evidentes en la “semana trágica” en 1919, en la 
represión militar contra las movilizaciones obreras en la Patagonia en 1921, 
en la voluntad declarada de eliminar al otro en las campañas al desierto en 
el siglo XIX, en la percepción del anarquismo como una fuerza “subversiva” 
contra el orden social en las primeras décadas del siglo y en las amenazas 
al orden como un problema de “seguridad nacional” a comienzos del siglo 
XX (Periès, 2013)— forman parte de la trama represiva extrema del Estado 
argentino. Ello es cierto, pero considero que, a pesar de estas recurrencias, a 
mediados de siglo se produce un fenómeno distinto, dado por la confluencia 
de una serie de elementos nuevos en cuanto a las formas de entender la fun-
ción estatal de mantenimiento del orden, el uso de ciertos dispositivos y las 
representaciones sobre las amenazas a ese orden. De la misma manera, aun-
que determinadas agencias y dispositivos de seguridad del Estado tomaron 
forma entre 1930 y 1955 (Eidelman, 2010), sus funciones y lógicas no fueron 
constantes en el tiempo y adquirieron características particulares al calor de 
las transformaciones ideológicas de la segunda parte del siglo XX.6

El segundo problema, que también entraña otra hipótesis fuerte de traba-

6 Los cambios en la estructura policial, la modernización de los organismos de inteligencia 
del Ejército y la creación de la SIDE y los dispositivos de inteligencia civil se dieron en esos años 
previos a 1955 (Eidelman, 2010).
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jo, es que el cambio de paradigma represivo coincidió con el período más ál-
gido de inestabilidad política, pretorianismo militar e insubordinación de las 
Fuerzas Armadas al poder civil. Sin embargo, la explicación no se agota en 
el factor castrense; si hay allí un dato fundamental, es importante considerar 
que el cambio de paradigma se fue dando tanto en el marco de los gobiernos 
de facto militares, y del desarrollo paralelo de la doctrina militar contrainsur-
gente y contrarrevolucionaria, como en el de los gobiernos constitucionales 
que fueron apropiándose de estas diversas formas de entender el conflicto so-
cial y transformando a los adversarios en amenazas extremas. Esta hipótesis 
supone entender la esfera de problemas vinculados a la seguridad del Estado 
como ámbito común y compartido, que progresivamente reunió (sin fundir 
completamente) las preocupaciones militares y civiles. A su vez, ello se dio 
en el contexto decisivo de la Guerra Fría. En efecto, el factor internacional es 
central y explica el cambio de paradigma sobre la seguridad, pero tampoco 
debe otorgársele autonomía explicativa por fuera del escenario político local, 
especialmente vinculado a la emergencia del peronismo, del “empate hege-
mónico” (Portantiero, 1977) y de la insubordinación militar que caracterizó 
esas décadas. 

Estas consideraciones me llevan a la necesidad de revisar algunas aristas 
sobre la manera en que ha sido entendida la relación entre represión estatal y 
alternancia cívico-militar. Hugo Quiroga ha señalado que más que una opo-
sición entre regímenes, los diferentes gobiernos y actores deberían ser consi-
derados parte de una “unidad contradictoria de continuidad y discontinuidad 
institucional” (Quiroga, 2004: 350). En consonancia con ello, mi hipótesis 
es que también la dimensión represiva a lo largo del período puede ser vista 
como un proceso único pero discontinuo, donde civiles y militares, gobier-
nos de derecho y de hecho, no se opusieron, sino que sus lógicas represivas 
se articularon de manera compleja y discontinua, con ciertas características 
comunes y con una tendencia general creciente y acumulativa. Por ello, y 
dado que los gobiernos constitucionales representan la parte menos evidente 
de esta hipótesis, prestaré más atención a ellos en algunas de las cuestiones 
que siguen.7

7 He desarrollado esta hipótesis y las evidencias históricas para estos gobiernos en Franco, 
2012b y 2013. 
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El tercer problema e hipótesis tiene que ver con las posibilidades que 
aporta el concepto de estado de excepción para entender una parte de este 
proceso. Para ello es necesario distinguir algunas cuestiones. Por un lado, 
los llamados institutos de emergencia (el estado de sitio y la ley marcial, por 
ejemplo), que suelen ser disposiciones de carácter constitucional que habi-
litan la suspensión total o parcial de derechos y garantías individuales del 
orden jurídico de la democracia liberal. El fin declarado de estos instrumen-
tos es garantizar la pervivencia del orden en el supuesto de que existe una 
situación de peligro que lo amenaza (Negretto, 1994). No obstante, quien 
decide que un acontecimiento particular configura una situación objetiva de 
necesidad es quien tiene la potestad de definir que es necesario recurrir a esas 
normas de excepción y, por tanto, es, también, quien define las medidas a 
tomar (Schmitt, 1991; Agamben, 2007). Así, en la práctica, los instrumentos 
de emergencia son un recurso político para disciplinar y reducir tanto a adver-
sarios concretos como a toda categoría social que se considere opuesta a los 
modos del poder instituido y no pueda ser integrada al sistema político.8 Por 
otro lado, la noción de estado de excepción, como distinta de los institutos 
o medidas puntuales de emergencia, tiene una utilidad analítica específica 
en cuanto permite describir situaciones en las cuales lo excepcional se ha 
convertido en normalidad. En términos de Giorgio Agamben, el estado de 
excepción es la forma legal de aquello que, dada la suspensión del orden 
jurídico, no puede tener forma legal (2007: 24-28). Por lo tanto, no se trata 
de identificar el uso de decretos de emergencia o del estado de sitio como 
indicadores de que existe un estado de excepción, sino de analizar situaciones 
políticas vastas, de suspensión del orden legal, construcción de una juridici-
dad sin legalidad y todo ello en nombre de la necesidad de defender un orden 
que se supone objetivamente amenazado. En tal sentido utilizaré el concepto 
de estado de excepción en este trabajo.

La cuarta hipótesis, ya de carácter histórico, es que durante el período 
abordado confluyen y se articulan de manera recurrente una serie de elemen-
tos específicos. Ellos son, en primer lugar, el uso de institutos de emergencia 

8 Esto supone una diferencia importante entre institutos de emergencia (suspensión de dere-
chos y garantías) y medidas de emergencia, que pueden ser alteraciones de los mecanismos nor-
males de gobierno pero no implican necesariamente suspensión de derechos y garantías (uso de 
decretos de necesidad y urgencia, delegación legislativa en el Ejecutivo, etc.) (Negretto, 1994). 
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y la progresiva o directa instalación de estados de excepción para resolver 
conflictos políticos y sociales; y, en segundo lugar, la militarización del orden 
interno en articulación con una concepción de la defensa nacional entendida 
como seguridad interior. Ello a su vez se produjo en el marco de una renovada 
construcción simbólica de enemigos internos eliminables. Estos elementos 
pertenecen a distintas dimensiones de la vida política —desde el ordenamien-
to jurídico constitucional hasta el plano de las representaciones sociales y de 
las construcciones discursivas que las vehiculizan, pasando por la evolución 
de la doctrina militar y el pretorianismo castrense sobre los actores civiles—, 
por ello, algunos pueden ser encontrados por separado en otros períodos y 
momentos de nuestra historia.9 La novedad radica en su confluencia y arti-
culación conjunta, multiforme, variable y creciente en la segunda parte del 
siglo XX. Entendemos que esta articulación conjunta es la que terminó por 
configurar las nuevas formas de resolución de los conflictos internos y el 
disciplinamiento social en estas décadas. En las páginas que siguen analiza-
remos estos elementos y su articulación entre 1955 y 1983.

Las medidas de emergencia y el estado de excepción como 
escalada represiva 

El uso de institutos de emergencia ha sido recurrente en la historia argen-
tina y es una marca habitual del funcionamiento de las democracias liberales, 
que los consideran como los resguardos últimos del estado de derecho. No 
obstante, la particularidad que nos interesa destacar es que en la segunda par-
te del siglo XX argentino se observa una tendencia creciente a su utilización 
como formas permanentes de gobierno. 

El balance muestra que durante 1955 y 1983, el estado de excepción —
ya fuera mediante institutos de emergencia previstos constitucionalmente y 
utilizados sin restricciones geográficas o temporales, o a través de leyes que 
cercenaron fuertemente el estado de derecho o de regímenes abiertamente 
dictatoriales— tendió a extenderse y hacerse permanente en el tiempo, con 

9 Sin duda, además de los ejemplos citados más arriba, también el primer peronismo podría 
ser analizado por la puesta en marcha de diversas medidas de excepción y persecución de los 
adversarios políticos como enemigos, pero no encontramos allí determinadas concepciones de 
seguridad interior o de militarización sistemática del orden interno que serán recurrentes luego. 
No obstante, queda pendiente una mejor exploración del período.
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las excepciones del gobierno de Arturo Illia entre 1963 y 1966 y los primeros 
tiempos del peronismo en 1973. En este sentido, no se trata meramente de la 
aplicación de una normativa de emergencia como instrumento constitucional, 
sino que dichas medidas utilizadas sin restricciones ni controles parlamen-
tarios —o a veces incluso con ellos— se articularon con una escalada de 
instrumentos de origen jurídico que tendieron a ampliar los mecanismos per-
secutorios, limitadores de las libertades individuales y políticas y, por tanto, 
a instalar la excepción como forma normal de gobierno.10 Estos procesos en 
espiral ascendente fueron particularmente visibles en los gobiernos de Fron-
dizi y de Perón y Martínez de Perón, y son pertinentes para nuestro planteo 
en cuanto no operaron solos, sino en el marco de concepciones nuevas de 
la “seguridad nacional” y bajo políticas de militarización del orden interno.

Por su parte, los gobiernos de facto constituyen estados de excepción 
por antonomasia. En el caso argentino, las tres dictaduras militares del 
período —la autodenominada “Revolución Libertadora”, la “Revolución 
Argentina” y el “Proceso de Reorganización Nacional” (PRN)— fueron 
momentos altamente represivos, cada uno con lógicas y dispositivos espe-
cíficos. En particular, el golpe de 1955, en el marco de la extrema tensión 
del conflicto peronismo-antiperonismo, inauguró formas de persecución 
política destinadas a la eliminación física y/o ideológica del adversario. 
Lejos de desactivarse, esta tensión terminó también por configurar los pe-
ríodos constitucionales siguientes. 

La presidencia de Arturo Frondizi es habitualmente recordada por el 
Plan CONINTES (Conmoción Interna del Estado) en cuanto a su dimensión 
represiva; sin embargo, ese plan solo puede entenderse en forma cabal en 
el contexto de un proceso autoritario previo y complejo, que articuló medi-
das de emergencia, leyes autoritarias y distintas formas de militarización del 
orden interno con vistas a la contención social y política. Frondizi asumió 
el gobierno en 1958, con escasa legitimidad política debido a la proscrip-
ción electoral del peronismo. A pesar de que en las primeras medidas y leyes 
apareció el propósito de garantizar libertades y derogar toda legislación y 

10 Por esta razón, la afirmación del recurso permanente a la excepcionalidad jurídica del 
período aquí estudiado reconoce afinidad de preocupaciones, pero no linealidad histórica ni ho-
mologación, con los análisis sobre la “emergencia permanente” (Quiroga, 2005) entendida como 
la concentración del poder en el Ejecutivo en la Argentina pos 1989.
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práctica represiva que afectara al peronismo, al comunismo y a la actividad 
gremial,11 poco después comenzaron las medidas más fuertemente restricti-
vas. Así, en octubre de 1958, en el marco del conflicto por la educación pri-
vada universitaria, el gobierno prohibió las reuniones públicas en la Capital 
Federal.12 Días después, ante la huelga de los trabajadores del petróleo que se 
opusieron a la firma de contratos con empresas extranjeras privadas, Frondizi 
respondió decretando el estado de sitio en todo el territorio y por tiempo in-
determinado, al considerar que la huelga tenía fines “insurreccionales” y que 
en ella se conjugaban intereses peronistas, comunistas y, en definitiva, “pura 
y simplemente subversivos”, que atacaban la democracia y la Constitución.13 
El oficialismo señaló que la medida era preventiva y, en efecto, fue utilizada 
para garantizar la menor resistencia obrera y sindical y para facilitar la puesta 
en marcha de políticas desarrollistas y medidas económicas restrictivas en 
los años siguientes. 

La reacción del peronismo “en la resistencia” se manifestó con atentados 
de bombas y sabotajes. A ello el gobierno respondió, desde fines de 1958, con 
nuevas medidas de excepción, en especial la declaración del “estado de con-
moción interna” que creaba el plan de seguridad y militarización del orden 
interno conocido como CONINTES.14 Poco después, frente a la ampliación 
de la huelga al sector ferroviario, el gobierno decretó la movilización del 
personal, lo cual significaba someterlo a autoridad militar (volveremos so-
bre este punto), y estableció diversas medidas de restricción de la actividad 
sindical y de disciplinamiento de los trabajadores. Así, el estado de sitio uti-
lizado preventivamente como instrumento de control político fue prorrogado 
de manera indefinida y rigió hasta el derrocamiento de Frondizi en 1962. Fue 
empleado como un mecanismo de gobierno regular y normalizado y su efica-
cia se construyó en articulación con una serie de leyes y medidas destinadas a 
perseguir al sindicalismo y a la oposición peronista, así como al comunismo 

11 Véanse leyes de normalización gremial y levantamiento de intervenciones, la Ley 14.444 
(26/6/58) de derogación de decretos que prohibían la propaganda peronista o establecían la inha-
bilitación de funcionarios, etc.; o la Ley 14.445 de derogación de la Ley de Residencia.

12 Decreto 6991, 6/10/58.
13 Discurso presidencial, 9/11/58, en Frondizi, 1978: 208.
14 Decreto secreto 9880 (14/11/58), desclasificado en Boletín Oficial, 5/3/13.
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(que a pesar de su limitado peso cuantitativo comenzó a ser invocado como 
una amenaza al orden y perseguido a través de diversas leyes15). A ello se 
sumó el endurecimiento del Código Penal para acciones de “intimidación 
pública” y una ley de represión de las actividades terroristas por medio del 
juicio sumarísimo y la intervención de la justicia militar.16 Todo ello fue con-
figurando una situación de excepción permanente y en espiral.17 

Poco después, entre 1963 y 1966, el gobierno constitucional de Arturo 
Illia, que siguió luego del interregno abierto por el golpe de Estado de 1962, 
estuvo atravesado por un altísimo nivel de movilización obrera peronista, 
vinculado tanto a la política de exclusión de esa fuerza como al intento guber-
namental de tomar medidas para transparentar el funcionamiento gremial. En 
ese contexto, Illia se negó a tomar medidas de emergencia y especialmente se 
opuso a declarar el estado de sitio abogando por una resolución judicial del 
conflicto. Mientras, las corporaciones de empresarios industriales y ruralistas 
y las derechas partidarias lo acusaban de tolerancia con la “subversión” y con 
la “penetración comunista”, a la vez que reclamaban medidas de excepción 
para enfrentar la crisis y la situación de “guerra revolucionaria”. Aunque el 
caso de Illia aparece como una excepción en el cuadro general, en realidad 
deja en evidencia hasta qué punto el recurso a los institutos de emergencia 
—y la futilidad del estado de derecho— formaban parte de la cultura política 
argentina como forma admitida de resolución de conflictos, especialmente 
para enfrentar situaciones de movilización popular percibidas como amena-
zas al orden. Como veremos luego, en otros aspectos el gobierno de Illia 
formará parte de la tendencia general. 

Los gobiernos constitucionales peronistas de los años setenta presentan 
una situación comparable —en términos de funcionamiento institucional 
de excepción— con el desarrollismo de los años cincuenta. La asunción de 

15 Decreto 4965, 9/4/59 y Decreto 11.751, 22/9/59 de prohibición de actividades comunis-
tas, clausura de locales del Partido Comunista (PCA) por su actividad disolvente en el plano 
sindical; Decreto 11.751, 22/9/59, de disolución y cancelación de la personería del PCA; Decreto 
12.681, 18/10/60, de creación de la Comisión Investigadora de las actividades comunistas en la 
Argentina.

16 Ley 15.276, 11/2/60 y 21/7/60 Ley 15.293, respectivamente.
17 Por falta de espacio no podemos desarrollar en detalle este ciclo represivo y su vasto 

andamiaje legal. Sobre algunas de estas medidas, Franco 2012b.
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Cámpora en mayo de 1973 estuvo signada por la voluntad de derogar la legis-
lación represiva y de seguridad de la “Revolución Argentina”, con excepción 
de la Ley de Defensa Nacional de 1966 (que rápidamente fue reactualizada 
y utilizada como instrumento restrictivo de libertades). Tras el breve perío-
do camporista, y semanas antes de la asunción de Perón, comenzó un lento 
proceso de escalada autoritario-represiva. Ello se dio en el marco de una se-
rie de procesos sociales y políticos claves: una alta movilización política y 
social multiclasista, que encarnaba desafíos al orden dado y sobrepasaba la 
contención que el peronismo intentó construir desde el poder; la acción de 
las organizaciones armadas revolucionarias, marxistas y peronistas, cada vez 
más lanzadas a la lucha armada y percibidas como el “enemigo subversivo”; 
y, por último, un gravísimo conflicto interno del peronismo que terminó por 
fusionar las políticas partidarias con acciones de gobierno persecutorias, mo-
vilizando y activando un amplio entramado de grupos represivos vinculados 
de manera clandestina al Estado y a sus fuerzas de seguridad. 

Así, desde mediados de 1973 comenzó un proceso de restricción sis-
temática y permanente de derechos y garantías y una persecución abierta, 
justificados en la “necesidad” de enfrentar al enemigo interno (intrapartidario 
y “nacional”). Ello se fue configurando, primero, con decretos y leyes de 
censura; prohibición de libros y materiales “subversivos”; limitaciones a la 
actividad sindical y al derecho de huelga, a la política universitaria y a la es-
tabilidad laboral. Luego, en el marco de un discurso de “aniquilamiento” del 
“terrorismo criminal” —también en respuesta a las acciones armadas insu-
rreccionales pero en convergencia con la “depuración” partidaria—, en enero 
de 1974 se reformó el Código Penal para endurecer las penas vinculadas a la 
represión del terrorismo y garantizar “la seguridad nacional”.18 Hacia fines de 
1974, tras la muerte de Perón y en el contexto de una escalada de violencia 
general, terminó por definirse una situación jurídica de excepción a través 
de la aprobación parlamentaria de una nueva Ley de Seguridad —que fue el 
marco legal que integró las cárceles con el sistema represivo clandestino du-
rante la dictadura— y la instalación del estado de sitio —que nunca se levan-

18 Entre otras: Ley de asociaciones profesionales (Nº 20.615, 29/11/1973); Leyes de pres-
cindibilidad (Nº 20.549, 31/10/73 y 20.713, 8/8/74); Ley universitaria (Nº 20.654, 14/3/74), Ley 
de reforma del Código Penal (Nº 20.642, 25/1/74).
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tó hasta la restitución del régimen democrático en 1983—.19 En este proceso 
represivo y su relación con el que se inicia en 1976 me detendré más adelante.

Las Fuerzas Armadas como garantes del orden interno y la 
seguridad interior como defensa nacional

El segundo elemento importante para entender las formas particulares 
de la violencia estatal que se dibujan en la segunda mitad del siglo XX ar-
gentino es la convocatoria de las Fuerzas Armadas como garantes del orden 
interno —es decir, la militarización como vía de resolución de conflictos— y, 
de manera complementaria, la creciente emergencia de una concepción de la 
seguridad interna entendida como defensa nacional. 

Hasta ahora he mostrado el desarrollo de situaciones de completa excep-
ción jurídica como cuadro general del comportamiento político en gobiernos 
constitucionales y, desde luego, como situación constitutiva de los gobiernos 
de facto, pero el recurso a las Fuerzas Armadas como medida puntual para 
resolver conflictos internos y/o como medio permanente previsto legalmente 
es un aspecto clave y subsidiario de este desarrollo progresivo y escalonado 
de las prácticas autoritarias y de excepción. A su vez, está estrechamente 
vinculado con la presión de la institución militar sobre el sistema político que 
caracterizó buena parte del siglo XX con implicancias fundamentales. El he-
cho de que los gobiernos civiles ampliaran los márgenes de acción castrense 
dándoles tareas de mantenimiento del orden interno tendió a acrecentar esa 
autonomía, la politización de la institución militar, su capacidad pretoriana y, 
específicamente, además, su capacidad de injerencia en lógicas de seguridad. 
Es el caso, por ejemplo, de la presión que ejercieron durante el gobierno de 
Frondizi para la imposición de leyes anticomunistas o sobre Martínez de Pe-
rón para avanzar en la legislación antisubversiva. 

Si bien la participación militar en la conducción de áreas de seguridad 
interior, empezando por la propia policía, no era una novedad de los años 
cincuenta,20 sí sufrió un incremento considerable a partir de 1955, aparen-

19 Ley 20.840, 29/9/74 y Decreto 1368, 6/11/74, respectivamente. Una reconstrucción más 
detallada en Franco, 2012a.

20 Entre 1880 y 1955, sobre un total de 47 jefes policiales, 30 de ellos fueron militares 
(véanse trabajos de Laura Kalmanowiecki, cit. en Eidelman, 2010).
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temente para garantizar la desperonización del aparato policial (Eidelman, 
2010). A su vez, esa mayor penetración y convocatoria a las Fuerzas Armadas 
en funciones de orden interno se produjo en un momento en que esa ins-
titución estaba atravesando transformaciones profundas en sus hipótesis de 
conflicto, pasando de la concepción de un enemigo externo a otro interno y 
no convencional. A partir de fines de los años cincuenta, las teorías militares 
estaban en plena evolución desde la doctrina de la Defensa Nacional —que 
suponía la guerra como una agresión militar externa de otro Estado sobe-
rano— hacia la adopción de la doctrina de la guerra revolucionaria de los 
militares franceses. Esta última, acuñada bajo las experiencias de las guerras 
coloniales de Argelia e Indochina, fue enseñada y difundida en la Escuela 
Superior de Guerra argentina y sobre ella se articuló luego la doctrina esta-
dounidense de la contrainsurgencia. La nueva hipótesis de conflicto suponía 
la existencia de una guerra no convencional llevada adelante por el marxis-
mo, en la cual la principal tarea militar era la seguridad interior contra el 
“enemigo subversivo” que debía ser enfrentado por medio del control militar 
absoluto del territorio y sus habitantes, desde la acción armada hasta la psi-
cológica. Este marco de lectura permitió, además, la internacionalización de 
los conflictos internos a partir de la imbricación entre antiperonismo y anti-
comunismo que ya había comenzado a hacerse evidente bajo Frondizi.21 De 
esta manera, el proceso de identificación entre seguridad interior y defensa 
nacional que se observa progresivamente en todo el período se inscribió en 
las transformaciones ideológicas y doctrinarias fundamentales de las Fuerzas 
Armadas en esos años.

En efecto, la militarización del orden interno fue una característica re-
currente de los gobiernos entre 1955 y 1983, no solo durante las dictaduras 
militares sino también en los períodos constitucionales de los años cincuenta 
y setenta. Durante la presidencia de Frondizi, luego de la declaración del 
estado de sitio en 1958, se proclamó el “estado de conmoción interna” —fi-
gura inexistente en la Constitución— que preveía la militarización interna 
en caso de conflicto. A ello se sumó la frecuente “movilización del personal” 
de empresas estatales o privadas cuya acción huelguística era considerada 

21 Sobre estos cambios en las concepciones militares ver López, 1987; Mazzei, 2002; Ra-
nalleti, 2010, entre otros. 
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un peligro para el orden público. La medida implicaba que los trabajadores 
adquirían estado militar, quedaban sujetos al Código de Justicia Militar y los 
infractores eran sometidos a juicio verbal y sumario y a consejos de guerra 
integrados por personal nombrado por el Comandante en Jefe del Ejército. 
El Poder Ejecutivo conservaba la atribución de decidir a quién se aplicaba el 
juicio sumario.22 Estas medidas de movilización tenían como antecedente la 
Ley 13.234 de “organización para tiempos de guerra”, sancionada bajo Perón 
en 1948, que establecía operaciones de militarización interna y control cas-
trense sobre la autoridad civil en caso de ataque exterior (Ugarte, 1990; Sain, 
2010).23 En los años de Frondizi, estas disposiciones fueron utilizadas para 
resolver conflictos obreros y sindicales, además de la intervención militar 
de gremios y centrales sindicales y la declaración de “zonas militares” en la 
provincia de Buenos Aires.24 

Poco después, en marzo de 1960, se puso en marcha el Plan CONINTES 
como supuesta respuesta al terrorismo subversivo, y a raíz de una ola de aten-
tados protagonizados por grupos peronistas en la resistencia y la aparición de 
los Uturuncos, el primer foco de guerrilla peronista. Todo ello fue interpre-
tado como parte del avance comunista, en el contexto también reciente de la 
revolución cubana. Con su afirmación acerca de la necesidad de “defensa de 
los supremos intereses de la República” y una “forma de vida nacional”, 25 el 
CONINTES establecía un sistema de zonas y subzonas bajo control militar y 
determinaba la subordinación de las policías provinciales a las Fuerzas Arma-
das, así como la aplicación de consejos de guerra militares y la ley marcial.26 
Como han mostrado Gabriel Périès (2004) y Esteban Pontoriero (2015), el 
CONINTES se sustentaba en la doctrina francesa de la guerra revolucionaria 

22 Entre otros, Decretos 10.394 y 10.395, 27/11/58; Decreto 862, 20/1/59. 
23 La ley también fue utilizada para resolver conflictos internos bajo el mismo peronismo.
24 Por ejemplo, Decreto 10.394, 27/11/58, movilización de personal ferroviario; Decreto 

862, 20/1/59, movilización del personal de empresas oficiales y privadas del petróleo; Decreto 
862, 20/1/59, declaración de zona militar para los partidos de Berisso y Ensenada y la ciudad 
de La Plata.

25 Decreto 2639, de declaración de situación de emergencia grave, marco de ejecución del 
Plan CONINTES, 15/3/60.

26 Sobre los consejos de guerra, véase el trabajo de Marianela Scocco en este volumen. 
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en cuanto a la concepción de un enemigo interno y el dispositivo de control 
militar absoluto del territorio y de sus habitantes. A su vez, la aplicación de la 
justicia militar a civiles ya estaba autorizada por la Ley de Defensa peronista 
de 1948. La implementación de este plan supuso la convergencia de lecturas 
civiles y militares sobre las amenazas al orden interno y las formas adecuadas 
de resolución. 

Mientras tanto, en forma simultánea, entre 1960 y 1961 el Poder Ejecu-
tivo respaldó varios proyectos de ley de defensa nacional inspirados en los 
lineamientos de la hipótesis francesa de la guerra revolucionaria y la existen-
cia de una amenaza subversiva, que fueron redactados —aparentemente— 
en la comunión de intereses civiles y militares. Frente a la existencia de un 
peligro interno, en estos proyectos se postulaba la declaración del “estado 
de emergencia” por parte del Poder Ejecutivo y la disposición de zonas de 
emergencia bajo jurisdicción militar. En el mismo sentido, según palabras del 
propio Frondizi al presentar el proyecto de 1961, la defensa nacional era la 
respuesta a agresiones tanto internas como externas (Pontoriero, 2012). Aun-
que estos proyectos no llegaron a aprobarse por razones que se desconocen, 
en cualquier caso el CONINTES y otras disposiciones de la época fueron la 
aplicación de esta misma lógica.

Las medidas de militarización no solo crearon situaciones jurídicas de ex-
cepción, sino que habilitaron un creciente espacio de autonomía militar para el 
control del orden interno y para presionar sobre las autoridades civiles. A la vez, 
también contribuyeron a la conformación de representaciones de la alteridad ne-
gativas en torno al peronismo y al comunismo como fuerzas cada vez más peli-
grosas para el orden social, encarnado en la imagen de la “Nación” amenazada. 

Durante el gobierno de Arturo Illia, la militarización del orden interno 
no fue una práctica recurrente pero sí fue un horizonte permanente de presión 
castrense tanto como de posibles políticas de gobierno. Recordemos que en 
1964 fue descubierto un foco guerrillero en Salta —el Ejército Guerrillero del 
Pueblo— y a pesar de la presión de las Fuerzas Armadas y de algunos sectores 
partidarios, el Ejecutivo no autorizó la intervención militar. No obstante, el 
gobierno consideraba necesaria la acción de las Fuerzas Armadas en el mante-
nimiento del orden interno y, en particular, para enfrentar amenazas armadas 
inscriptas en una guerra no declarada. Así, el proyecto de Ley de Defensa de 
1964 presentado por Illia al Congreso retomaba los presupuestos de los pro-
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yectos anteriores en cuanto a la guerra revolucionaria, las situaciones de emer-
gencia y la identificación entre defensa nacional y orden interno Ranaletti & 
Pontoriero, 2010.

Luego del derrocamiento de Illia, durante la dictadura de la “Revolución 
Argentina” (1966-1973), se sancionó el decreto-Ley de Defensa Nacional 
que plasmó en la legislación oficial argentina los principios de la seguridad 
nacional, en reemplazo de aquellos de la Ley de Defensa de 1948.27 La nueva 
norma retomaba los proyectos de leyes de defensa no aprobados en los años 
previos durante los gobiernos constitucionales (Pontoriero, 2012). Su sanción 
permitió articular bajo la ficción de legalidad una lógica represiva global, que 
en los años siguientes fue profundizada por un andamiaje de medidas y de-
cretos de endurecimiento progresivo, en particular desde 1970. Según la ley 
y sus varios complementos legales, la seguridad nacional es una “situación en 
la cual los intereses vitales de la Nación se hallan a cubierto de interferencias 
y perturbaciones sustanciales”28; para lo cual fijaba la seguridad y el desa-
rrollo como principios de la acción gubernamental y a las Fuerzas Armadas 
como garantes de ello. Así, suponía la militarización de la seguridad interior 
a través de estructuras de gobierno como el Consejo de Seguridad Nacional, 
bajo control del Ejecutivo y de los comandantes castrenses. Otras leyes su-
cesivas hasta 1973 definieron y complejizaron las agencias de seguridad e 
inteligencia integrando distintas fuerzas (policiales y militares) bajo control 
último de las autoridades castrenses.29 La ley tuvo vigencia hasta 1988 y, 
significativamente, no fue derogada en 1973 junto con el paquete de medidas 
represivas de la dictadura saliente. Ranaletti y Pontoriero (2010) consideran 
que esta disposición es la primera aparición explícita de la “seguridad nacio-
nal” como amalgama entre defensa nacional y seguridad interior.

Durante los gobiernos peronistas entre 1973-1976 y a pesar de los inten-
tos iniciales de Cámpora y Perón de mantener a las Fuerzas Armadas lejos 
de las cuestiones de seguridad interna, la situación se degradó rápidamente 
entre la espiral de violencia insurreccional y una lectura política compartida 
entre el peronismo y el resto de los partidos parlamentarios sobre la amenaza 

27 Ley 16.970, 10/10/66. 
28 Ibídem, art. 2, Boletín oficial, 10/10/66.
29 Para un análisis detallado, Eidelman (2010).
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del “peligro subversivo” y su expansión relativamente indiscriminada a cual-
quier forma de conflictividad social o política. A partir de 1974, la escalada 
de acciones autoritarias y represivas por la vía legal y clandestina emprendida 
por el Estado contra buena parte de la sociedad movilizada y de los sectores 
más a la izquierda del propio peronismo, y en medio de una crisis intragu-
bernamental extrema, llevaron al gobierno a dejar espacio para el progresi-
vo reclamo de injerencia militar en la “lucha antisubversiva” y, luego, para 
habilitar legalmente esa acción. Debe considerarse, además, que la creciente 
acción de las guerrillas marxistas y/o peronistas con blancos en las fuerzas 
de seguridad y miembros de las Fuerzas Armadas contribuyó a involucrar a 
la institución castrense bajo la idea de una defensa corporativa, más allá de 
las doctrinas militares y de la previa convicción bélica antisubversiva. Así, 
a lo largo de 1974, el gobierno, los partidos y las Fuerzas Armadas discutie-
ron diversas medidas que iban desde la pena de muerte hasta la creación de 
comités de seguridad dirigidos por el presidente y las autoridades castrenses. 
En febrero de 1975, mediante un decreto secreto, el gobierno autorizó orgá-
nicamente la intervención antisubversiva militar, primero en la provincia de 
Tucumán y luego en todo el territorio.30 Además, se subordinó a las policías 
y las acciones ministeriales a las necesidades del Ejército y de su tarea “an-
tisubversiva” en tres planos complementarios: la acción represiva, la acción 
cívica y la acción psicológica. Ese mismo año se presentó un proyecto que 
buscaba profundizar la Ley de Defensa Nacional de 1966 incluyendo la mili-
tarización total del territorio y la pena de muerte. 

Más allá de que la normativa antisubversiva de este período pueda ser 
leída como el inicio de los métodos clandestinos usados en la represión pos-
terior y como parte de la autonomización castrense, en realidad, viéndolo en 
la perspectiva del proceso previo, las medidas de esos años expresan la co-
munidad de intereses y el diagnóstico compartido sobre la situación “subver-
siva” en el discurso gubernamental civil y militar. Por la misma razón, dada 
la imbricación entre civiles y militares en torno al problema de la seguridad 
interna, el intento de distinguir entre unos y otros en el proceso de toma de 
decisiones se hace difícil, cuando no innecesario.31 De hecho, la diferencia-

30 Decreto Secreto 261, La Opinión, 6/2/75; Decretos 2770, 2771 y 2772, 6/10/75. 
31 Otros ejemplos como la represión frente a la movilización sindical y la protesta obrera en 
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ción solo empezó a ser construida al terminar la dictadura, cuando las Fuerzas 
Armadas, amenazadas judicialmente, comenzaron a enarbolar la —innega-
ble— responsabilidad civil en la firma de los decretos de 1975, y los partidos 
políticos —peronismo y radicalismo— empezaron a separar sus responsabi-
lidades de las atrocidades cometidas por los militares.32 

Por si fuera poco, estas medidas y la implementación de un escenario 
de guerra no generaron reacciones contrarias en sector alguno del espectro 
político. Durante el “Operativo Independencia” en Tucumán, la Cámara de 
Diputados manifestó su “solidaridad con las Fuerzas Armadas” que habían 
asumido “la integralidad legal de la represión” y pidió al “pueblo colaborar” 
con ellas.33 Desde Tucumán, una delegación de parlamentarios declaró que 
la “subversión” había sido “casi erradicada” gracias a la institución militar.34 
En definitiva, lo que estos datos someros muestran es que estado de excep-
ción, intervención de las Fuerzas Armadas para resolver conflictos políticos 
y sociales, construcción y persecución de enemigos internos e identificación 
entre seguridad interna y defensa nacional fueron procesos que se articularon 
e imbricaron unos con otros de manera creciente, pero no lineal, a partir de 
mediados de los años cincuenta y mucho antes de 1976. 

De la continuidad a la discontinuidad
Los elementos presentados hasta aquí sugieren un proceso relativamente 

continuo y creciente de recurso a la represión estatal con vistas a enfrentar 
distintas formas de conflictividad interna y desafíos al orden a través de la cons-

Villa Constitución, en marzo de 1975, muestran que el gobierno constitucional conservó autono-
mía para preferir la militarización interna en la “lucha antisubversiva”. 

32 Para el cambio de posición militar, véase por ejemplo, Tiempo Argentino, 13/12/82. Se-
gún esta versión militar, las órdenes de “aniquilamiento de la subversión” provinieron de Videla 
como Comandante en Jefe del Ejército, pero fueron consecuencia de la decisión política asumida 
previamente por el gobierno peronista. Los altos mandos habrían elaborado antes varios cursos 
posibles de acción que fueron ofrecidos como variantes al gobierno justicialista y este habría 
optado por el aniquilamiento. Esta lectura comenzó a ser movilizada en el contexto del final del 
régimen dictatorial. Sobre este cambio, véase también Galante, 2014.

33 Diario de Sesiones-Honorable Cámara de Diputados de la Nación, 29 de octubre de 
1975, tomo 7, p. 4920-21.

34 Diario La Razón, 12/11/75 y 21/11/75.
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trucción de enemigos internos, cada vez más peligrosos y cada vez más difusos. 
Como se dijo, la Guerra Fría de mediados de siglo y un anticomunismo no nue-
vo pero sí reubicado políticamente aparecen como el escenario de elaboración 
y difusión de las teorías de la contrainsurgencia y la contrarrevolución, expan-
diéndose de los actores militares a los civiles. En sentido inverso, la formación 
militar se nutrió de los grupos de extrema derecha nacionalistas y antisemitas y 
grupos católicos intransigentes que jugaron un rol fundamental en la construc-
ción ideológica local que nutrió a las Fuerzas Armadas en articulación con las 
doctrinas estrictamente militares (Ranalletti, 2010).

En este proceso, la seguridad nacional como objetivo y la subversión 
como enemigo —que tampoco eran nociones nuevas— fueron adquiriendo 
un peso mayor como objeto de políticas represivas cuyo garante primero y úl-
timo serían las Fuerzas Armadas. El actor castrense reclamó y fue reclamado 
para intervenir en problemas de seguridad, lo cual le otorgó también mayor 
autonomía y capacidad de presión sobre el juego político. Es decir, que el 
problema de la seguridad interior, sin ser un factor único ni suficiente, tuvo 
directa incidencia en el acrecentamiento de un tipo de dinámica política (la 
alternancia cívico-militar) que involucró íntimamente a las Fuerzas Armadas 
en la política argentina entre 1955 y 1983. 

Ahora bien, si ciertos elementos aparecen como constantes o recurrentes 
en el período, la mayor dificultad es no abordarlos como factores lineales ni 
causales en un proceso ascendente que culminaría con el terror de Estado a 
mediados de los años setenta. No obstante, analizar el período de manera no 
sobredeterminada por su desenlace requeriría de investigaciones profundas y 
sistemáticas de las cuales carecemos, en particular para las décadas anteriores a 
los setenta. Así, cualquier afirmación no puede sobrepasar el grado de hipótesis 
más o menos convincente. Partiendo de estas limitaciones y de la alta precarie-
dad de las afirmaciones que siguen, me interesa proponer algún esquema inicial 
para pensar las transformaciones en el proceso represivo dentro del período 
previamente recortado. Lo que se plantea a continuación es una serie de ideas 
que hacen foco en los cambios en el Estado, sus agencias y dispositivos, y en 
las lógicas de los sujetos —hasta donde conocemos estos elementos—.35 

35 Por economía argumentativa, en esta instancia omito mayores desarrollos sobre los pro-
cesos sociales y políticos que se vinculan en una trama densa Estado/sociedad y que están en la 
base de cualquier intento de comprensión de las lógicas represivas.
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Como se señaló más arriba, el desarrollo de algunas estructuras repre-
sivas del Estado tuvo antecedentes previos —e importantes— a 1955, por 
ejemplo, la creación de una Sección Especial para la lucha contra el comu-
nismo dentro de la Policía Federal en 1932; la presencia militar recurrente en 
la conducción de esa estructura; la creación de la Dirección de Coordinación 
Federal en 1944 para tareas de inteligencia interna o el desarrollo de las es-
tructuras de inteligencia dentro de las Fuerzas Armadas, así como el proceso 
de creación de la futura SIDE entre 1949 y 1954 como organismo neurálgi-
co de todos los servicios de inteligencia del Estado (Eidelman, 2010). Esta 
modernización de las estructuras de inteligencia resulta de importancia fun-
damental para enmarcar parte del proceso posterior en el que fueron puestas 
al servicio de las nuevas orientaciones ideológicas y de seguridad. A su vez, 
indican la necesidad de no construir momentos de cambio taxativos o abrup-
tos y de explorar mejor su relación con el que he definido, genéricamente, en 
torno a mediados de siglo (1955). 

En todo caso, si como hipótesis provisoria se ha recortado un período con 
características propias entre 1955 y 1983, ese lapso está marcado internamente 
por discontinuidades, saltos cualitativos, rupturas e interrupciones. Por un lado, 
los años entre 1955 y 1966 estuvieron jaqueados por el problema de la conten-
ción del peronismo y una disputa irresuelta por el poder que explica en buena 
medida el recurso al estado de excepción y al poder autoritario; pero, a la vez, 
esos años constituyen también el momento fundamental de la Guerra Fría, de 
la difusión de las doctrinas de la guerra revolucionaria entre los sectores domi-
nantes (civiles o militares) y de una imbricación creciente entre peronismo y 
marxismo como representación del enemigo. Así, la excepción que parece re-
presentar el gobierno de Illia en cuanto al mantenimiento del estado de derecho 
no lo es tanto si se considera el proceso interno de instalación del paradigma 
contrainsurgente. Tal vez el rasgo notable de esos tres años sea que las políticas 
aplicadas suponían, aún, una distinción importante entre el peronismo como 
problema y el marxismo como enemigo. Pero, como vimos, más allá del go-
bierno, buena parte de los actores en la oposición y sectores dominantes recla-
maban igualmente la aplicación de políticas restrictivas y de excepción como 
forma de control de la conflictividad social interna. Con excepción de lo suce-
dido dentro de los cuarteles y en las doctrinas militares, los años cincuenta y 
sesenta son, sin dudas, el período menos estudiado en relación con el problema 
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represivo. En particular, porque conocemos poco sobre los procesos decisorios, 
sobre las agencias del Estado y sobre el funcionamiento de las fuerzas de segu-
ridad no militares. Así, lo descripto aquí seguramente tiende a homogeneizar un 
conjunto de procesos que fueron más heterogéneos y diversos si se considera al 
Estado y sus actores de manera desagregada y porosa.

Por su parte, los años entre 1966 y 1983, vistos a una distancia mayor 
y no sujeta a los cortes institucionales, podrían ser considerados como un 
momento específico, en el cual las lógicas represivas fueron adquiriendo 
un carácter total, tendiente a la eliminación del enemigo subversivo y bajo 
el presupuesto de su omnipresencia como guerra no declarada. La Ley de 
Defensa de 1966, que en sus sucesivas versiones tardó una década en ser 
aprobada y que luego estuvo vigente hasta 1988, simboliza parte de ese pro-
ceso. Sin embargo, a lo largo del período 1966-1983 se produjo un cambio 
sustancial: el desplazamiento de la represión bajo mecanismos legalizados 
a la represión clandestina (sin que desapareciera nunca la primera) y, por 
consiguiente, también un cambio en los métodos, cada vez más brutales. Este 
desplazamiento empezó a producirse con el endurecimiento represivo duran-
te la segunda etapa de la “Revolución Argentina”, a fines de los años sesenta, 
primero a través de la legislación y los dispositivos legales —la creación del 
fuero antisubversivo y los cambios en el sistema penitenciario son las mues-
tras más acabadas— y segundo, mediante una creciente represión parapoli-
cial y estatal-clandestina (Eidelman, 2010). Desde luego, todo ello se produjo 
en el marco de la creciente explosión social antiautoritaria y la afirmación de 
desafíos antisistema con la eclosión de las guerrillas. Si se trata de fijar hitos, 
los asesinatos de los militantes de Trelew en 1972 indican parte de ese cam-
bio hacia las formas no legalizadas y más brutales (Pittaluga, 2006). A su vez, 
el período peronista entre mediados de 1973 y 1976 se caracterizó por una 
imbricación de métodos legales y clandestinos. Paralelamente, el andamiaje 
represivo legal construido durante la “Revolución Argentina” fue primero 
derogado y luego lentamente repuesto. Por último, el salto cualitativo estuvo 
dado —entre 1975 y 1976— con el inicio sistemático de la represión neta-
mente clandestina a partir de los dispositivos de desaparición forzada, centros 
de detención, tortura, desaparición de cuerpos y apropiación de niños.36 A 

36 Es probable que la elección de estos métodos clandestinos y brutales esté fuertemente 
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pesar de sus diferencias y de estos cambios, los años 1966-1983 constituyen 
un ciclo represivo específico bajo la lógica de la seguridad nacional. 

Sin embargo, esto no supone fundir la última dictadura ni el período 
constitucional peronista 1973-1976 en un continuo indiviso entre sí ni con la 
“Revolución Argentina”. Por el contrario, esta última cuestión plantea otros 
problemas más específicos sobre la gravedad del proceso que se gestó en los 
años setenta.

Peronismo, estado de derecho y dictadura 
En efecto, el período peronista de los años setenta supone un desafío 

complejo para recuperar su inserción en un proceso represivo más amplio 
y, a la vez, no simplificar sus diferencias ni anular las características que 
lo distinguen de los regímenes de facto que lo enmarcaron temporalmente. 
En particular, la pregunta por la relación entre peronismo y terror de Estado 
sigue siendo clave. 

Una forma productiva de pensar esta última cuestión sería no centrar 
la discusión exclusivamente en definir la continuidad o discontinuidad en-
tre el peronismo y el 24 de marzo de 1976. Sostener un argumento solo en 
esos términos simplifica explicaciones más complejas. Así, analíticamente, 
deberían distinguirse dos problemas distintos: los gobiernos peronistas de los 
setenta como un momento específico y particular del desarrollo más amplio 
de un proceso represivo general y, a la vez, como condición de posibilidad 
del golpe de Estado de 1976 y de la represión específica que se inicia en torno 
a él. Esta última cuestión es importante porque supone una comprensión del 
peronismo que no lo limite a la mera inserción en una trama represiva (con 
continuidad o discontinuidad); implica pensarlo como momento político que 
estableció una serie de condiciones para el desarrollo de eso otro, distinto y 
nuevo, que advino con la represión estrictamente militar entre fines de 1975 
y comienzos de 1976. 

En relación con el primer elemento —la inscripción del peronismo como 
parte de un proceso represivo de más largo desarrollo— he mostrado esa 

ligada a la percepción del fracaso de los métodos legales utilizados con anterioridad. Así, la 
liberación de los presos por amnistía en 1973, el crecimiento exponencial de las operaciones 
armadas de la guerrilla en esos años y la experiencia de otras dictaduras de la región pudieron 
incidir en esas opciones.
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imbricación en las páginas precedentes. Ahora bien, en aras de una supues-
ta temporalidad represiva larga sería equivocado omitir un dato sustancial: 
esos años peronistas fueron un ciclo constitucional de origen democrático 
que canalizó expectativas sociales amplias y resolvió exclusiones políticas 
de muchos años. Justamente por eso, la rápida y progresiva rehabilitación del 
proceso represivo que se inició con el interinato de Lastiri, desde mediados 
de 1973, permite poner en evidencia la gravedad del autoritarismo estatal 
desatado, dimensionar la especificidad de la conflictividad política extraor-
dinaria de esos años, discutir el peso y responsabilidad particular del pero-
nismo, y no fundir ese proceso en las variables autoritarias previas como un 
mero continuo de leyes o doctrinas contrainsurgentes. Además, a pesar de 
que el período está marcado por elementos comunes a las décadas previas 
—la rápida instalación de una situación de completa excepción jurídica37, la 
militarización del orden interno, la homologación entre seguridad interna y 
defensa nacional y la ampliación de la figura de los enemigos internos a eli-
minar—, el vertiginoso proceso de esos años muestra algunas características 
distintivas y específicas.  

La primera de ellas es la imbricación entre las formas legalizadas y clan-
destinas, estatales y paraestatales de la represión. Así, el creciente proceso 
autoritario por imposición de leyes y/o decretos que fueron cercenando su-
cesivos derechos estuvo articulado con el desarrollo de formas clandestinas 
de violencia bajo la figura de grupos parapoliciales, grupos paraestatales, 
comandos de choque de grupos partidarios, sindicales, universitarios, etc. 
Tal como muestran, entre otros, los trabajos de Melina Paiaro (2010), Laura 
Rodríguez Agüero (2013), Belén Zapata (2012), Juan Besoky (2013), Juan 
Ladeuix (2014), Hernán Merele (2015) y Pablo Scatizza (2016), reducir ese 
proceso a la emergencia de la Triple A es sin dudas restrictivo de la comple-
jidad del fenómeno de persecución política sobre la militancia de izquierda y 
peronista. Si muchos de estos grupos estaban organizados desde el Estado, li-
gados a sus agencias y fuerzas de seguridad (el caso más notable es, siempre, 
el Ministerio de Bienestar Social y la Triple A), otros se formaron en el seno 
de la sociedad civil (Merele, 2015). En igual sentido, tampoco sería correcto 

37 Al menos desde mediados o fines de 1974, si se considera el efecto articulado de la Ley 
de Seguridad (2/10/74) y del estado de sitio (7/11/74).
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reducir el fenómeno estrictamente paraestatal a los años peronistas, como 
muestran Eidelman (2010) y Besoky (2015); grupos de este tipo comenzaron 
a funcionar mucho antes en el marco de un proceso de radicalización política 
generalizado a fines de los años sesenta.

Ligado a lo anterior, la segunda particularidad importante es la extensión 
y dispersión de las prácticas y lógicas de persecución política desatadas desde 
sectores amplios de la sociedad civil. Si bien grupos violentos nacionalistas 
o de derecha existieron a lo largo del siglo XX, los años específicos del pero-
nismo en el poder fueron el espacio de emergencia de una miríada de grupos, 
organizaciones e individuos, ligados al peronismo o a los sectores naciona-
listas de derecha, operando articuladamente con las lógicas represivas impul-
sadas desde el Estado o el partido, o autonomizándose relativamente de esos 
espacios de autoridad. Organizaciones como el Comando de Organización, 
la Concertación Nacional Universitaria, la Juventud Sindical Peronista o la 
resurgida Alianza Libertadora Nacionalista, entre muchas otras, conforma-
ron —junto con los grupos orgánicamente ligados al Estado— un entramado 
represivo clandestino que contribuyó al proceso desatado desde la cúpula del 
régimen peronista (Merele, 2015). Además de esto, bajo la legitimidad que 
ofreció el discurso de Perón, se produjo una penetración aún más inorgánica 
y capilar de las lógicas autoritarias y persecutorias —incluyendo la delación 
como su forma más visible— sobre un otro considerado como amenaza. Ello 
permeó prácticas y espacios sociales (lugares de trabajo, escuelas, universi-
dades, sindicatos, etc.) en una geografía muy amplia que recién empezamos 
a indagar (Franco, 2012a).

Esto nos conduce a la tercera particularidad: la centralidad del conflic-
to interno del peronismo y su nacionalización para entender la vastedad 
del proceso represivo de aquellos años. La articulación entre lo legal y lo 
clandestino y la capilaridad y extensión hacia la sociedad civil estuvieron 
marcadas por la fuerza del proceso intrapartidario desatado a partir del en-
frentamiento en Ezeiza, en junio de 1973, y luego, de manera más orgánica, 
por el llamado a la “depuración” interna, en octubre de ese año —que se 
dio tanto por la vía legal como clandestina bajo la directa responsabilidad 
de Perón—.38 Así, las lógicas del partido, el régimen político y el Estado 

38 Sobre Perón y la Triple A, Bufano & Teixidó, 2015.
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terminaron confundidas en un proceso de “limpieza” de un enemigo inter-
no definido como marxista y subversivo desde la cúspide de la autoridad 
peronista y estatal. En el marco del acelerado clima de descomposición 
política y económica y de creciente violencia insurreccional y de derecha, 
este proceso terminó por fusionarse a escala nacional con la persecución de 
cualquier manifestación percibida como desafío al orden. El tránsito desde 
el enemigo marxista ubicado dentro del peronismo a la “subversión fabril” 
y universitaria y al “Operativo Independencia” se produjo precipitadamente 
en menos de dos años.  

Estos tres elementos presentados aquí de manera muy somera permiten 
mostrar la continuidad  (en el sentido genérico de inserción en un proceso am-
plio de igual tendencia) y la discontinuidad (en el sentido de las importantes 
especificidades con que se produjo) en relación con los procesos represivos 
previo y posterior. Pero una cuestión diferente es abordar esos años como 
los de la instalación de las condiciones de posibilidad de la violencia estatal 
extrema y distinta iniciada en 1976 (o a fines de 1975). El peronismo generó 
varias condiciones importantes para ese salto cualitativo en la represión; es 
decir, no formó parte de esa novedad pero sí facilitó su llegada. En efecto, 
en esos años se produjo el derrumbe del estado de derecho que hizo posible 
el golpe de Estado y la dictadura; la destrucción de las formas mínimas de 
la política en un contexto que contaba con una legitimidad de origen esen-
cial (peronista y democrática); una aceleración del proceso de autonomía 
militar a través del otorgamiento de nuevas responsabilidades en seguridad 
interna y, por último, la legitimación rápida de la necesidad de la represión 
estatal contra un enemigo general y difuso. Al respecto, recordemos que, 
aunque no fue responsabilidad única del peronismo, durante esos años se 
gestó el consenso básico en favor de la “lucha antisubversiva” que fue la 
amalgama fundamental que sostuvo al PRN y su tarea represiva durante los 
siete años siguientes. 

Cualquiera de estas cuestiones requeriría un desarrollo extenso y cuida-
doso que no reduzca la responsabilidad exclusivamente al peronismo sino a 
un conglomerado de actores y a la propia dinámica interaccional del proceso 
histórico de aquellos años. No obstante, carecemos aquí de espacio para un 
desarrollo más amplio. En todo caso, nos interesa dejar planteado que estos 
elementos muestran la complejidad del lazo que vincula al peronismo con las 
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formas más extremas de la violencia de Estado en la Argentina de los setenta.

* * * 

A través de hipótesis amplias y desarrollos generales y provisorios, este 
texto buscó repensar algunos presupuestos historiográficos y metodológicos 
muy asentados, así como abrir agendas de investigación que puedan revisar 
esas hipótesis y plantear nuevas preguntas. Se trata de complejizar la mirada 
para descubrir relaciones, matices, dislocaciones, geografías y temporalida-
des distintas de un proceso vasto y prolongado. Pero también se trata de no 
abandonar la pretensión de construir explicaciones históricas amplias y ge-
nerales que contribuyan a entender uno de los rasgos fundamentales de la 
historia argentina del siglo XX. 
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